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INTRODUCCIÓN




    El Derecho civil, pese a ser una materia que suele atribuirse a los juristas, académicos y profesionales del derecho, conviene que sea conocido por la mayoría de los ciudadanos en la medida en que reglamenta buena parte de las acciones que realizamos en nuestra vida cotidiana. Desde que nos levantamos por la mañana hasta que nos acostamos, está presente en nuestras actividades y nuestras relaciones con los demás: cuando subimos al autobús estamos suscribiendo un contrato de prestación de servicios; cuando dejamos el coche en el aparcamiento, suscribimos un contrato de depósito; si vivimos en una vivienda de alquiler, uno de arriendo; cuando vamos a comprar el pan, uno de compraventa y así por un largo etcétera.




    Esta obra pretende mostrar a todos los lectores, y en particular a los que son ajenos al mundo de la jurisprudencia, una visión actualizada de aquellos aspectos más importantes de nuestro Código civil.




    El Derecho civil es el eje principal de nuestro ordenamiento, a partir del cual van surgiendo las distintas ramas del Derecho. Ante un tema de tal envergadura, la mejor solución era compendiar la materia legal en capítulos específicos siguiendo dos premisas fundamentales: la claridad y el didactismo. Sabido es que los profesionales de la abogacía solemos emplear un lenguaje abstruso y cansino de leer, repleto de reiteraciones y arcaísmos. No es por capricho, ni tampoco por afectación. Los textos legales deben exponer sus disposiciones de la manera más concreta posible a fin de evitar ambigüedades que permitirían una interpretación y una aplicación equivocada e injusta de la ley. Como comprobará el lector a medida que vaya pasando las páginas, el estilo del libro es mucho menos recargado de lo que podía esperarse. Sin embargo, hemos de reconocer que en algunos pasajes dedicados al comentario de conceptos de cierta complejidad, ha habido que recurrir a las consabidas repeticiones y giros que nos caracterizan. Téngalo en cuenta el lector, lea más detenidamente tales fragmentos y discúlpenos si fuese necesario.


  




  
EL DERECHO CIVIL




  El Derecho es un conjunto de reglas de conducta de las personas en sus relaciones con las demás, impuestas por el Estado a los ciudadanos.




  En nuestro país emanan, en primer lugar, de la Constitución, que es la norma fundamental del Estado, en donde se recogen las libertades y derechos fundamentales de los ciudadanos y los principios básicos que deben regir en un Estado de derecho.




  
Orígenes y evolución del Código civil español




  El Derecho civil atiende a la persona y a los ámbitos en que de una manera habitual esta suele desenvolverse (la familia, el matrimonio, las relaciones con otras personas, etc.).




  Nuestro Código civil se inspiró en el Código napoleónico. Se divide en cuatro libros o partes: «Personas», «Propiedad», «Modos de adquisición de la propiedad» y «Obligaciones y contratos».




  Las leyes han surgido como respuesta a la necesidad social de reglamentar ciertas situaciones, por lo que se impuso desde muy pronto la necesidad de publicar compilaciones de las leyes vigentes. Estos libros se denominaron codex o, con el paso del tiempo, códigos.




  En España, tras la promulgación de la Constitución de 1876, se redactó un Código civil español, publicado en 1888, que todavía sigue vigente gracias a diversas modificaciones.




  Algunas regiones, vinculadas a las nacionalidades históricas, poseían códigos y fueros propios. Desde un primer momento se decidió respetarlos y se consideró que el Código civil español se aplicaría como Derecho civil supletorio de todas las leyes.
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Las fuentes del Derecho




  Las fuentes del Derecho son la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho.




  
La ley




  La ley es aquella regla expresa con carácter vinculante para todos los ciudadanos, enunciada por quien tiene autoridad para legislar.




  Desde un punto de vista jerárquico podemos distinguir:




  — la Constitución, que es la ley de leyes;




  — las leyes orgánicas, que regulan aspectos de la convivencia y las relaciones jurídicas, como por ejemplo los derechos fundamentales o el sistema electoral; para su aprobación en el Parlamento se requiere una mayoría mínima de tres quintas partes;




  — la legislación ordinaria, dentro de la cual cabe distinguir la legislación delegada, cuando el Parlamento delega la ley al gobierno (ley de bases), y la legislación de urgencia, cuando por motivos de urgencia se promulga un decreto legislativo;




  — las disposiciones de rango inferior a la ley, que son principalmente los reglamentos que vienen a desarrollar las leyes y permiten facilitar la aplicación de las mismas.




  Asimismo, las comunidades autónomas, que también están dotadas de un poder legislativo representado por el parlamento y de otro ejecutivo, que recae en el gobierno, pueden dictar leyes y reglamentos en virtud de las competencias que les son propias según lo dispuesto en el artículo 9.3 de la Constitución.




  Los tratados internacionales son normas jurídicas que, una vez celebrados y publicados en España, se integrarán en el ordenamiento interno, si bien no serán de aplicación directa en el territorio nacional hasta que hayan sido publicados en el Boletín Oficial del Estado (BOE). El tratado tiene fuerza vinculante en las relaciones entre España y el país en cuestión.




  Cabe hacer especial hincapié en el Derecho comunitario europeo, en el que podemos distinguir el Derecho europeo originario, formado por los tratados constitutivos y el Derecho europeo derivativo, formado por todas las normas que se dictan, de las que podemos destacar:




  — los reglamentos, constituidos por aquellas normas que son aplicables directamente a los estados miembros;




  — las directivas, constituidas por aquellas normas dirigidas a los Estados miembros, pero que precisan de una normativa de adaptación para su aplicación.




  
La costumbre




  La costumbre es la norma jurídica no escrita que surge de la actividad repetida de los ciudadanos. Es la segunda de las fuentes del ordenamiento, después de la ley. El artículo 1.3 del Código civil establece al respecto: «La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden público y que resulte probada». Debe cumplir dos requisitos para considerarla norma jurídica:




  — que no sea contraria a la moral ni al orden público, lo cual significa que debe ser una costumbre con coherencia lógica, que no sea arbitraria ni irracional, sino coherente con la justicia y con los comportamientos humanos;




  — que sea probada, en cuanto a las condiciones de aplicación, y sea usada y notoria, ya que debe tratarse de comportamientos externos, libres, públicos, repetidos, uniformes y generalizados que no sean obligados, sino espontáneamente realizados.




  Se distinguen diversas clases:




  — costumbre contra legem: es la existencia de una costumbre que va en contra de lo que establece la ley;




  — costumbre secundum legem: la costumbre da una interpretación determinada a la regulación legal, e incluso la amplía;




  — costumbre praeter legem: la costumbre no contradice a la ley, sino que va más allá de esta y regula una materia que no está contemplada.




  
Los principios generales




  Según el artículo 1.4 de la Constitución, los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de la ley y la costumbre. No existe una lista detallada de principios generales, sino que se consideran como tales los principios del derecho positivo y los del campo del derecho natural —como, por ejemplo, la idea de la justicia o la idea de hacer el bien.




  El Tribunal Supremo debe aceptar los principios generales que sean invocados. Los principales son la imposibilidad de que nadie vaya en contra de sus propios actos; la inadmisibilidad de que alguien se enriquezca a costa de otro sin justificación y la presuposición de buena fe.




  
La equidad




  La equidad es la adecuación de la justicia a un caso concreto. De esta forma, aplicando el principio de equidad, se excluye la aplicación de las normas jurídicas positivas, con las que podrá resolverse un conflicto mediante el buen saber del juez.




  Asimismo, hay que tener en cuenta que la jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que de modo reiterado establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del derecho.




  
Aplicación y eficacia de las normas jurídicas




  Las normas jurídicas surgen de la necesidad de un orden social: el ordenamiento ordena una conducta positiva de cumplimiento así como el deber de no interferir en los derechos ajenos. La consecuencia de la violación o infracción del deber jurídico es la sanción, entendida esta como sistema disuasorio para el cumplimiento de las normas.




  Es importante destacar, tal y como señala nuestro Código civil en su artículo 6.1, que la ignorancia de la ley no exime de su cumplimiento.




  El artículo 6.3 de nuestro Código civil establece que los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellos se establezca un efecto distinto para el caso de contravenirlos. Esto significa que serán nulos los actos y los negocios jurídicos contrarios a las disposiciones imperativas o prohibitivas. De este modo, se niega su validez en cuanto tal y se invalidan todas las consecuencias jurídicas que pudiese tener.




  En este mismo sentido, el artículo 6.4 establece que los actos realizados al amparo del texto de una norma que persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico, o contrario a él, se considerarán ejecutados en fraude de ley y no impedirán la debida aplicación de la norma que se hubiere tratado de eludir.
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Límites temporales de la eficacia de las normas




  Todas las leyes dejan de tener vigencia para que el ordenamiento jurídico avance y se adecue a la realidad social. Cuando aparece una ley, es aplicable y entra en vigor a los 20 días de su publicación en el Boletín Oficial del Estado (BOE). Dicha ley puede permanecer vigente o puede caer en desuso si los ciudadanos y la administración actúan como si no existiese.




  
Derogación tácita o expresa de la ley




  El legislador debe admitir la derogación de las leyes y promulgación de otras nuevas para que el ordenamiento jurídico vaya evolucionando acorde con las necesidades sociales.




  Las leyes sólo son derogables por leyes posteriores con igual rango o superior. Aquellas leyes caídas en desuso y que no se apliquen no quedarán derogadas hasta que otra lo haga tácita o expresamente.




  Antes de derogar una ley hay que examinar los siguientes supuestos:




  — que las normas traten de la misma materia;




  — que una ley sea anterior y la otra posterior;




  — que se hallen incompatibilidades.




  
La entrada en vigor de una norma nueva




  Una vez derogada una ley por otra posterior, se plantea el problema de cuál será el alcance de la nueva ley y de la antigua, ya que al amparo de esta se han celebrado contratos, se han creado situaciones, han nacido y se han extinguido nuevos derechos, etc. Las leyes nuevas sólo tienen efectos al porvenir, no son retroactivas (principio de irretroactividad de la ley). El artículo 2.3 del Código civil establece que las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario.




  
Las disposiciones transitorias del Código civil




  Son normas vigentes supletorias en relación con las sucesivas reformas del Código civil, y se aplican durante el periodo de transición entre la derogación de la antigua ley y la entrada en vigor de la nueva.




  
La interpretación de las normas




  Interpretar las leyes supone averiguar su sentido y alcance. Esta labor, a pesar de que puede parecer bastante sencilla, no lo es tanto. Cabe distinguir diversos tipos de interpretación:




  — la interpretación auténtica: la hace el propio legislador aclarando e interpretando la ley que él mismo ha redactado;




  — la interpretación judicial: es la que realiza el juez o tribunal;




  — la interpretación doctrinal: es la realizada por los teóricos.




  Por su modo, la interpretación puede ser:




  — la interpretación literal;




  — la interpretación extensiva (con matizaciones);




  — la interpretación restrictiva.




  El artículo 3.1 del Código civil estipula que las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos legislativos y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas. Por lo tanto, como criterios interpretativos cabe distinguir los siguientes:




  — el sentido propio de sus palabras;




  — el elemento sistemático (en relación con el contexto);




  — los antecedentes históricos y legislativos;




  — la realidad social;




  — el sentido según el espíritu y la finalidad de las normas.




  

    
LA PERSONA




    Todos los hombres y mujeres están sujetos a derechos. Sin embargo, además de los seres humanos, la ley también prevé que puedan serlo las personas jurídicas; esto es, los grupos y asociaciones que cumplan ciertos requisitos.




    
Distinción entre la persona física y la persona jurídica




    Nuestro ordenamiento jurídico distingue entre persona física y persona jurídica. Las dos son sujetos de derecho y por tanto titulares de derechos y deberes. Dicho de otro modo, el individuo por naturaleza tiene la condición de persona, la capacidad jurídica le es innata, mientras que la persona jurídica es sujeto de derecho en cuanto le atribuye el ordenamiento jurídico.




    
La persona física




    La condición de ser humano presupone ser titular de derechos. Para ello no es necesario que la persona tenga uso de razón, ni que tenga una voluntad e inteligencia desarrolladas, pues la mera pertenencia al género humano le otorga diversos derechos y obligaciones. Esta capacidad jurídica debe distinguirse de la que le permite gobernar y ejercer los derechos que ostenta (capacidad de obrar).




    
La capacidad jurídica y la capacidad de obrar




    La capacidad jurídica es la aptitud para ser sujeto de derechos y obligaciones que tiene toda persona por el hecho de existir. Sin embargo, la capacidad de obrar permite hacer uso de esos derechos y obligaciones de los que se es titular.




    La capacidad de obrar, a diferencia de la capacidad jurídica, no es igual en todas las personas. Todo dependerá de la aptitud de cada uno para regir su persona y sus bienes. De este modo, la capacidad de obrar del recién nacido es nula mientras la capacidad de obrar de un anciano puede verse disminuida para según qué actos y negocios jurídicos.




    
La personalidad




    Como hemos visto, la personalidad, en sentido jurídico, es la capacidad para ser titular de derechos. Nuestro Código civil contempla la adquisición y extinción de la personalidad de los seres humanos.




    EL NACIMIENTO




    Desde el momento en que el feto se desprende del cordón umbilical, el nacido adquiere capacidad jurídica. El artículo 29 establece que el nacimiento determina la personalidad. Sin embargo, para los efectos civiles, sólo se reputará nacido el feto que tuviera figura humana y viviere 24 horas desprendido del seno materno. Este requisito sólo afecta al derecho sucesorio, ya que de este modo se evita que los derechos a la herencia se modifiquen al nacer un niño que no puede seguir viviendo.




    LA EXTINCIÓN




    El artículo 32 del Código civil regula la extinción de la persona física, ya que establece que la personalidad civil se extingue por la muerte de las personas. En dicho momento la persona deja de ser titular de derechos y obligaciones y se abre la sucesión de sus bienes, ya que el patrimonio se convierte en herencia.




    El fallecimiento se inscribe en el Registro civil mediante la declaración de quien haya tenido conocimiento de él y deberá estar acompañada del correspondiente certificado médico de defunción.




    LA INCAPACITACIÓN




    La persona tiene plena capacidad de obrar a partir de la mayoría de edad. Dicha capacidad puede verse limitada como sistema de protección de la propia persona o, en ciertos casos, de la sociedad. Las circunstancias limitativas de la capacidad de obrar son dos: la minoría de edad y el trastorno mental que impida a la persona gobernarse por sí misma. En este último caso, es necesario llevar a cabo un proceso de incapacitación ante el juez.
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El estado civil




    Cabe considerar como estados civiles los de familia (matrimonio y filiación), la nacionalidad y vecindad civil, así como las situaciones generales de capacidad, tales como la minoría y la mayoría de edad o la incapacitación. En nuestro ordenamiento jurídico no existe una definición de estado civil; sólo se dispone que los actos concernientes al estado civil de las personas se harán constar en el registro destinado al efecto.




    INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO CIVIL




    Los estados civiles determinan situaciones duraderas cuya comprobación interesa al poder público y a terceros, por lo que debe asegurarse mediante la inscripción obligatoria en el Registro civil.




    LA IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA: EL NOMBRE




    El nombre es el apelativo mediante el cual se individualiza y se distingue a una persona de las demás. Actualmente, a los sujetos de filiación conocida se les asigna un nombre y los apellidos de la familia, que deben ser el paterno y el materno, según dispone el artículo 53 de la Ley del Registro civil. El uso de su apellido es un deber legal cuya infracción está penada por la ley y tipificado en el Código penal como usurpación de personalidad. El nombre es inalienable y queda fuera de la esfera del comercio, a diferencia de los nombres de las empresas y los nombres comerciales.




    

      ADQUISICIÓN Y MODIFICACIÓN DEL NOMBRE




      El nombre propio




      La asignación corresponde a quienes ostentan la patria potestad.




      Cuando existe discrepancia entre los padres para poner un nombre a su hijo prevalece el nombre impuesto por la madre. El nombre puede ser doble o compuesto, y debe ser distinto del de los otros hermanos vivos.




      Los apellidos




      Están determinados por la filiación. Son dos: primero el del padre y en segundo lugar el de la madre. Si la filiación sólo está determinada respecto a un progenitor, el hijo toma los dos apellidos de este, pudiendo invertir el orden para evitar una incomodidad social, aunque alcanzada la mayoría de edad, el hijo puede solicitar lo contrario. Si legalmente no están determinados los progenitores, el encargado del registro impondrá al nacido unos apellidos de uso corriente.




      La modificación o cambio de apellidos que constan en el Registro civil, cuando no respondan a un cambio de filiación, requiere autorización del juez de primera instancia para los casos más simples y del Ministerio de Justicia en los demás casos.


    




    
La nacionalidad




    La nacionalidad establece la pertenencia por nacimiento a un grupo étnico, considerado como nación o Estado.




    La nacionalidad condiciona la participación de las personas en la gestión de los asuntos públicos de un Estado.




    CRITERIOS DE ATRIBUCIÓN




    La Constitución española establece que la nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley; ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.




    El ordenamiento español distingue entre la adquisición originaria, por nacimiento, y la derivativa, obtenida con posterioridad.
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    En España adquieren la nacionalidad las siguientes personas:




    — los nacidos de padre o madre españoles;




    — los nacidos en España de padres extranjeros si, al menos, uno de ellos hubiera nacido también en España;




    — los nacidos en España de padres extranjeros si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad;




    — los nacidos en España cuya filiación no resulte determinada.




    Una persona extranjera menor de 18 años adoptada por un español adquiere la nacionalidad española de origen.




    Cuando la nacionalidad española se obtiene con posterioridad al nacimiento, se habla de adquisición derivativa o sobrevenida.




    ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD POR CARTA DE NATURALEZA




    Significa que el gobierno tiene la potestad de otorgar la nacionalidad de forma discrecional, aunque en cierto modo vinculada, cuando concurran en el peticionario circunstancias excepcionales que justifiquen tal concesión. Para adquirir la nacionalidad por carta de naturaleza se tendrán en cuenta las circunstancias personales, culturales, políticas y sociales del solicitante.




    ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD POR RESIDENCIA




    La nacionalidad también se adquiere por residencia. Frente a la concesión de la nacionalidad por carta de naturaleza, cuyo carácter discrecional es más relevante, la concesión por residencia aparece sometida a un régimen reglado que deja un menor margen al juicio político, que en este caso recaerá exclusivamente sobre las razones de orden público o interés nacional que justificarían su denegación. La persona residente en España deberá cumplir con los siguientes requisitos determinados en la ley:




    — capacidad;




    — residencia en España legal y continuada;




    — buena conducta cívica;




    — suficiente grado de integración en la sociedad.




    En primer término, y con carácter general, se mantiene el plazo de residencia de diez años, exigido tradicionalmente por nuestro ordenamiento a aquellos extranjeros que no tienen una especial vinculación con España, salvo la derivada de su residencia en el país (artículo 22). Dicho plazo se reduce a cinco años de residencia cuando el interesado tenga la condición de asilado o refugiado conforme la Ley reguladora del Asilo y Refugio.




    Asimismo, se reduce el plazo a dos años para los originarios de países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial, Portugal, así como para los judíos sefardíes.




    Por último, se reduce el plazo de residencia a un año para aquellas personas:




    — que hayan nacido en territorio español;




    — que en su día no hubieran ejercido la facultad de optar por la nacionalidad española;




    — que hayan estado sujetos legalmente a la tutela, guarda o acogimiento de un ciudadano o institución españoles durante dos años consecutivos;




    — que en el momento de su solicitud llevasen un año casadas con un español o española;




    — que hubiesen nacido fuera de España de padre o madre de origen español.




    En todos los casos la residencia habrá de ser legal, continuada e inmediatamente anterior a la petición.




    PÉRDIDA Y RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD




    La pérdida de la nacionalidad puede producirse por un deseo voluntario de un ciudadano español o bien como una sanción administrativa impuesta por el Estado (artículo 24).




    Pierden voluntariamente la nacionalidad española los españoles emancipados que renuncien expresamente a ella, si tienen otra nacionalidad y residen habitualmente en el extranjero, con excepción de situaciones de guerra, en cuyo caso no se perdería la nacionalidad.




    Asimismo, pierden la nacionalidad española los emancipados que, residiendo habitualmente en el extranjero, adquieran de manera voluntaria otra nacionalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. La pérdida se producirá cuando transcurran tres años a contar, respectivamente, desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación.




    Por el contrario, pierden la nacionalidad española fruto de una sanción administrativa, y no por su propio deseo:




    — aquellos españoles sobre los que recaiga la condena de pérdida de la nacionalidad española, conforme a lo establecido en las leyes penales;




    — aquellos españoles que estén al servicio de un ejército extranjero o ejerzan cargo político en un estado extranjero contra la prohibición expresa del gobierno.




    La pérdida de la nacionalidad española no es un hecho irreversible. Los españoles que la hayan perdido pueden recuperarla siempre que cumplan los siguientes requisitos (artículo 25):




    — ser residente legal en España;




    — declarar ante el encargado del Registro Civil su voluntad de recuperar la nacionalidad española y su renuncia;




    — inscribir la recuperación en el Registro Civil.




    LA DOBLE NACIONALIDAD




    El Estado español tiene concertados tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos con los que existe una especial vinculación con España. En consecuencia, un súbdito español podrá adquirir la nacionalidad filipina, argentina, etc. sin tener que, obligatoriamente, renunciar y perder la nacionalidad española; y del mismo modo un súbdito filipino podrá adquirir la nacionalidad española sin renunciar a la suya.




    LA VECINDAD CIVIL




    La vecindad civil determina a qué régimen legal queda sometida una persona.




    Desde el momento que nacemos, se nos atribuye la vecindad civil de nuestros padres, cuando el padre y la madre tienen la misma, para propiciar la unidad familiar. Sin embargo, el cambio de vecindad de los padres no tiene por qué afectar a los hijos, quienes podrán cambiarla si lo desean en el caso de que contraigan matrimonio con una persona que posea un régimen distinto al suyo.
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Los extranjeros




    El artículo 13 de la Constitución española dispone que los extranjeros gozarán de las libertades públicas en los términos que establezcan los tratados y la ley.




    Los extranjeros tienen reconocidos el derecho de igualdad con los españoles; esto es, la libertad de circulación, reunión y manifestación, el derecho a la educación, al trabajo, a la asistencia sanitaria, a los servicios sociales y a la Seguridad Social así como al reagrupamiento familiar.




    Los extranjeros tienen derecho a la tutela judicial efectiva y a la asistencia jurídica gratuita.




    A partir de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España, se ha reconocido el derecho a la asistencia sanitaria de todos los extranjeros que en España, sean legales o no. Así, todos los inmigrantes tendrán derecho a la atención sanitaria de urgencia. Cuando dichos inmigrantes sean menores y embarazadas, deberán ser atendidos plenamente.




    Sólo los inmigrantes residentes tienen derecho a todas las prestaciones sociales y los servicios de la Seguridad Social. Los inmigrantes residentes en España están sujetos al cumplimiento de las obligaciones tributarias y al mismo régimen impositivo que los españoles.




    RÉGIMEN DE ENTRADA Y SALIDA




    El extranjero que pretenda entrar en España deberá hacerlo por los puestos fronterizos poseer el pasaporte o documento de viaje que acredite su identidad, el visado y acreditar medios de vida suficientes para el tiempo que pretenda permanecer en España. Hay que tener en cuenta, sin embargo, que no será preciso el visado cuando el extranjero sea titular de una autorización de residencia en España, o de un documento análogo que le permita la entrada en territorio español.




    Dicha documentación no será de aplicación a los extranjeros que soliciten acogerse al derecho de asilo al entrar en España.




    Asimismo, se podrá autorizar la entrada de los extranjeros que no reúnan los requisitos establecidos cuando existan razones excepcionales de índole humanitaria e interés público.




    No podrán entrar en España, ni obtener un visado para tal fin, los extranjeros que hayan sido expulsados mientras dure la prohibición de entrada, así como aquellos que tengan prohibida la entrada en algún país con el que España tenga firmado convenio en tal sentido.




    A los extranjeros que no cumplan los requisitos establecidos, les será denegada mediante resolución motivada, con información acerca de los recursos que puedan interponer.




    PERMISO DE RESIDENCIA




    Si un extranjero pretendiera permanecer en España más de 90 días (límite de la estancia) deberá obtener un permiso de residencia.




    Debemos distinguir la situación de residencia temporal y la de residencia permanente.




    RESIDENCIA TEMPORAL




    La situación de residencia temporal es la situación que autoriza a un extranjero a permanecer en España por un periodo superior a 90 días e inferior a cinco años. Las autorizaciones de duración inferior a los cinco años podrán prorrogarse si concurren circunstancias análogas a las que motivaron su concesión.




    El permiso de residencia se concederá si se acredita lo siguiente:




    — disponer de medios de vida suficientes para atender los gastos de manutención y estancia de su familia sin necesidad de realizar actividad económica por cuenta propia;




    — realizar una actividad lucrativa por cuenta propia habiendo solicitado para ello las licencias o permisos correspondientes;




    — tener una oferta de contrato de trabajo en regla.




    PERMISO DE RESIDENCIA PERMANENTE




    La residencia permanente autoriza a residir en España indefinidamente y trabajar en igualdad de condiciones que los españoles. Tienen derecho a ella quienes hayan tenido residencia temporal durante cinco años.




    Los extranjeros que carezcan de documentación personal y acrediten que el país de su nacionalidad no le reconoce la misma, podrán ser documentados con una tarjeta de identidad.




    Asimismo, quienes sean acogidos en España por razones humanitarias o a consecuencia de un acuerdo o compromiso internacional, así como los que tuviesen reconocida la condición de refugiado, obtendrán la correspondiente autorización de residencia.




    PERMISO DE TRABAJO




    El permiso de trabajo es necesario para realizar en España una actividad lucrativa por cuenta ajena. Los extranjeros mayores de 16 años que deseen ejercerla deberán obtenerlo.




    Para la concesión del permiso de trabajo en el caso de trabajadores por cuenta ajena, se considerará la situación nacional de empleo. El permiso tendrá una duración inferior a cinco años y podrá limitarse a un determinado territorio, sector o actividad. Asimismo, podrá renovarse a su expiración si persiste o se renueva el contrato u oferta de trabajo que motivaron su concesión inicial.




    LA EXPULSIÓN




    La salida será obligatoria en los siguientes supuestos:




    — expulsión del territorio español por orden judicial según los casos previstos en el Código penal;




    — expulsión o devolución acordadas por resolución administrativa;




    — denegación administrativa de las solicitudes formuladas por el extranjero para continuar permaneciendo en territorio español.




    
El Registro civil




    En el Registro civil se inscriben los hechos concernientes al estado civil de las personas y aquellos otros que establece la ley. Entre otros hechos inscribibles cabe destacar los siguientes:




    — el nacimiento;




    — la filiación;




    — el matrimonio;




    — el nombre y los apellidos;




    — la emancipación;




    — las modificaciones judiciales de la capacidad de las personas;




    — la defunción;




    — las declaraciones de ausencia o fallecimiento;




    — la nacionalidad y vecindad;




    — la patria potestad, tutela y demás representaciones.




    ORGANIZACIÓN




    El Registro civil depende del Ministerio de Justicia a través de la Dirección General de los Registros y del Notariado, y está integrado por los registros central, municipales y consulares.
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